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SENTENCIA Nº 40426 JUZGADO Nº 5

AUTOS: “A.S.B. c. SANCOR COOPERATIVAS

UNIDAS LTDA. s/ INDEMN. POR FALLECIMIENTO”

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 25 días del

mes de agosto de 2014, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII

de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la

causa del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado, proceden

a votar en el siguiente orden:

EL DOCTOR LUIS ALBERTO CATARDO DIJO:

I.- La sentencia de grado consideró válido el acuerdo de retiro

voluntario que había sido celebrado por el causante no sólo porque no se acreditó

la existencia de vicios en la voluntad tanto en la suscripción como en el acto

mismo de la renuncia sino porque aquél percibió las cuotas convenidas durante

casi tres años sin formular reclamo alguno.

Contra dicho pronunciamiento la actora –cónyuge supérstite

declarada heredera- interpone recurso de apelación a tenor de las motivaciones

inscriptas en la memoria que luce a fs. 328/331, replicadas por la contraria a fs.

338/340. La demandada hace lo propio a fs. 332/333 respecto de la forma en que

fueron impuestas las costas del proceso y por estimar elevados los honorarios

regulados a la conducción letrada de la parte actora; memorial que fue respondido

a fs. 331.

El recurrente imputa al pronunciamiento errónea y parcial

valoración fáctica y jurídica que condujo a conclusión de idéntico contenido.

Centra su queja en las siguientes circunstancias: que la sentenciante se expidió

sobre la validez del acuerdo, cuya nulidad no había solicitado y omitió hacerlo

respecto del planteo efectuado en la demanda en orden a que la cláusula sexta de

dicho acuerdo es nula, de nulidad absoluta, por ser contraria a las normas de

orden público laboral, al ser irrenunciables los derechos del trabajador y de la

conducta asumida por la empleadora, que a pesar de haber sido notificada del

fallecimiento de S. acaecido en el mes de mayo de 2010, le abonó la cuota

que correspondía a través de un cheque extendido a su nombre en el mes de junio,
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convalidando –a su decir- de ese modo su derecho al cobro por aplicación de la

“teoría de los actos propios”.

En síntesis considera que a través del acuerdo las partes

definieron lo que debía percibir S. era un crédito laboral y como tal se

convirtió en un derecho irrenunciable.

II.- En orden a la cuestión traída a conocimiento diré que dicho

“acuerdo” en realidad, era una suerte de “compensación supletoria por tiempo

trabajado” y contemplaba cualquier diferencia y/o rubro y/o cualquier concepto,

tanto sea legal como convencional, que pudiera quedar pendiente a raíz de la

relación laboral extinguida.

Pues bien; no está en discusión que, en verdad, el Sr. S.

renunció a su empleo y lo hizo, casi un mes antes de la firma del convenio del

cual la parte actora solo discute la cláusula sexta. La misma, eventualmente, reza:

“…Asimismo se deja perfectamente aclarado que el presente acuerdo tendrá

efecto hasta tanto el Sr. F.S.  esté en condiciones de edad para

iniciar los trámites jubilatorios, fecha 03/01/2013 en la que ipso facto cesarán

todas y cada una de las obligaciones asumidas por las partes; siempre y cuando

con anterioridad no se de u ocurra: a) el supuesto contemplado en la cláusula

anterior; o b) la jubilación por invalidez total y permanente; o c) el fallecimiento

del beneficiario SrF.S.; supuestos todos que de ocurrir con

anterioridad a la citada fecha (03/01/2013), implicarán sin más la pérdida del

derecho al cobro de las restantes cuotas acordadas y faltantes, tanto sea de parte

del Sr. F.S. como de sus herederos, acreedores y/o legatarios según

el supuesto…”.

Ahora bien, se soslaya en la sentencia en crisis que el

fallecimiento del Sr. S. acaeció el 17 de mayo de 2010 y que la accionada no

conocía el fallecimiento del trabajador y que por ello abonó la cuota del mes de

junio de 2010. No es cierto este extremo. Primero porque fue notificada del

fallecimiento según se desprende de la misiva que enviara la viuda el 9/6/2010

autenticada por el Correo a fs. 140/142 y segundo porque le abonó la cuota a la

Sra. A., a sabiendas que era la esposa del “de cujus” lo cual aparece

convalidando el planteo del inicio sin que se alegara algún error involuntario de

logística financiera y organización empresarial, no oponible por cierto a la actora

de autos.

Sentado ello y a la luz de la secuela procesal que en relación a la

demandada es avara en materia probatoria, cabe concluir sin hesitación que el

presupuesto para la composición de un “acuerdo” previo entre las partes para el

retiro voluntario del trabajador que se formalizó mediante una “renuncia”

anticipada, radicó en la sola intención del empleador de zanjar cualquier

diferencia, rubro o concepto, tanto legal como convencional que quedare

pendiente a raíz de la extinguida relación laboral y es evidente que no fue un

verdadero “acuerdo voluntario”. Por el contrario, todo parece indicar que tanto el

“acuerdo” como la anterior “dimisión” del actor, no se originaron como expresión

libre y espontánea del mismo, sino que encubrían la existencia de un verdadero

despido de un trabajador de 35 años de antigüedad, por lo que corresponde la

declaración de invalidez de la cláusula sexta del convenio, que deviene a la postre

irrazonable porque la voluntad rescisoria ha existido solo de parte de la empresa,

máxime si la del trabajador estuvo condicionada al manifestarse en un entorno,

seguramente de anormalidad laboral. Por ello como el empleador, con la cláusula

sexta invalidada, incluía a su favor la incapacidad, la jubilación e incluso la

muerte del trabajador, sustituyó en forma leonina la cesantía o “renuncia” con el

ropaje legal de “retiro voluntario”, al que con un eufemismo denominó

“compensación supletoria por tiempo trabajado”, y ello implicó para el fallecido

declinación de derechos irrenunciables conforme a lo determinado por el art. 12

de la LCT. Por ello corresponde hacer lugar a la demanda con expresa imposición

de costas a la vencida. Así lo decido.

Por ello, propongo en este voto, se revoque la sentencia apelada y

se haga lugar a la demanda; se condene a la demandada SANCOR

COOPERATIVAS UNIDAS LTDA. a pagar a la actora A.S.B.

dentro del quinto día de quedar firme la liquidación que se practique en la etapa

del art. 132 de la LO la suma de $289.105,25 (correspondientes a las cuotas 34 a

65 del Convenio de marras) a la que accederán los intereses a la tasa de interés

nominal anual que el Banco de la Nación Argentina aplica para préstamos de libre

destino, plazo 49 a 60 meses, desde que cada suma fue debida y hasta el efectivo

pago; se deje sin efecto lo resuelto sobre costas y honorarios (art. 279 CPCCN);

se impongan las costas del proceso a cargo de la demandada (art. 68 CPCCN); se

regulen los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora
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y demandada por la total actuación en la causa en el 20% y 17% respectivamente

a calcularse sobre el capital de condena más intereses. Así me expido.

EL DOCTOR VICTOR ARTURO PESINO DIJO:

Disiento con el criterio sostenido por el Dr. Catardo y en esa

inteligencia me explicaré.

I.- De comienzo he de puntualizar que el causante y la

demandada celebraron un acuerdo de retiro anticipado (en el marco del

reglamento de fs.82) sometidos a las cláusulas que en el mismo se detallan.

En primer lugar del análisis de las actuaciones se desprende que

ninguna prueba se produjo que permita reputar viciada la renuncia que formulara

el trabajador. Es más, fue ratificada por aquél según surge de los términos de la

cláusula primera. Nótese que la recurrente en el memorial recursivo manifiesta

que no atacó la validez formal del acuerdo, sino en la medida que encubría un

despido y contenía una cláusula nula, la sexta.

En orden entonces, al aspecto medular del recurso, validez o no

de la cláusula sexta que reza: “…Sexta: Asimismo se deja perfectamente

aclarado que el presente acuerdo tendrá efecto hasta tanto el Sr. Francisco

S. esté en condiciones de edad para iniciar los trámites jubilatorios, fecha

03/01/2013 en la que ipso facto cesarán todas y cada una de las obligaciones

asumidas por las partes; siempre y cuando con anterioridad no se de u ocurra: a)

el supuesto contemplado en la cláusula anterior; o b) la jubilación por invalidez

total y permanente; o c) el fallecimiento del beneficiario Sr. F.S.;

supuestos todos que de ocurrir con anterioridad a la citada fecha (03/01/2013),

implicarán sin más la pérdida del derecho al cobro de las restantes cuotas

acordadas y faltantes, tanto sea de parte del Sr. F.S. como de sus

herederos, acreedores y/o legatarios según el supuesto…”, considero que su

contenido está vinculado a los derechos del trabajador y no de sus

derechohabientes y como tal no puede ser cuestionado por su cónyuge supérstite.

La procedencia del pago de las cuotas lo fue a favor del

trabajador, sujetándola al cumplimiento de determinados requisitos, entre ellos

que su deceso no acaeciera antes del 3/1/13; extremo que se verifica en el sub

examine.

Esta limitación no afecta ningún derecho adquirido porque no

existe obligación de pago exigible con posterioridad a su fallecimiento. En el

caso, ningún derecho fue concedido al trabajador más allá de esa fecha, por lo que

ninguna renuncia tuvo lugar en su relación. No se afectaron obligaciones

exigibles válidamente constituidas, ni puede considerarse que el acuerdo oculte

un despido en tanto fue cumplido por el trabajador durante casi tres años, sin

formular cuestionamiento alguno. No puede soslayarse que el acuerdo se celebró

en el marco de un proceso de reducción de personal (ver fs. 82) y que el

trabajador bien pudo optar por continuar trabajando en lugar de solicitar el retiro.

Los que son irrenunciables son los derechos emergentes de las

normas legales y reglamentarias del derecho del trabajo y los emergentes del

contrato de trabajo, mas no se renuncia a algo si con posterioridad al cese y en

forma voluntaria se conviene el pago de una suma mensual sujeto a determinadas

condiciones que, en caso de ocurrir, producen la interrupción de la misma, de

modo tal de no transmitirse a los sucesores del causante.

El hecho que la demandada hubiera abonado a la actora la primer

cuota posterior a la muerte de S., no le da derecho a reclamar las siguientes

porque jurídicamente no le corresponden con ajuste a lo decidido en el presente,

aun a soslayo del error que aquélla cometiera presumiblemente a nivel de

organización o logística financiera, máxime si se tiene en cuenta que lo fue sólo

en relación a una cuota y en fecha muy cercana a la del deceso del dependiente.

Lo expuesto basta para desestimar el recurso y así auspicio se

resuelva.

II.- En atención a las particularidades de la cuestión traída a

conocimiento y en la inteligencia que la actora pudo haberse considerado con

mejor derecho para reclamar, habré de confirmar la imposición de costas decidida

en grado y por idéntico motivos postulo que las de Alzada sean impuestas en el

orden causado. (artículo 68 del CPCCN).

Los honorarios fijados a favor de la conducción letrada de la parte

actora no son elevados, por lo que desestimaré el agravio introducido en su

relación.
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III.- Por lo precedentemente anotado, de compartirse mi criterio

correspondería: se confirme la sentencia apelada en cuanto rechaza la demanda,

se confirme lo resuelto sobre costas y honorarios; se impongan las costas de

Alzada en el orden causado y se regulen los honorarios de los profesionales

actuantes en el 25% de los que en definitiva les corresponda por la intervención

de la parte respectiva en la instancia anterior. Así lo voto.

LA DRA. ESTELA MILAGROS FERREIRÓS, DIJO:

Adhiero al voto del Dr. Catardo.

Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE:

1- Revocar la sentencia apelada y hacer lugar a la demanda;

2- Condenar a la demandada SANCOR COOPERATIVAS UNIDAS LTDA. a pagar

a la actora A.S.B. dentro del quinto día de quedar firme la

liquidación que se practique en la etapa del art. 132 de la LO la suma de

$289.105,25 (correspondientes a las cuotas 34 a 65 del Convenio de marras) a la

que accederán los intereses a la tasa de interés nominal anual que el Banco de la

Nación Argentina aplica para préstamos de libre destino, plazo 49 a 60 meses,

desde que cada suma fue debida y hasta el efectivo pago;

3- Dejar sin efecto lo resuelto sobre costas y honorarios;

4- Imponer las costas del proceso a cargo de la demandada;

5- Regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte

actora y demandada por la total actuación en la causa en el 20% y 17%

respectivamente a calcularse sobre el capital de condena más intereses.

Regístrese, notifíquese, cúmplase con lo dispuesto en el artículo 4 de la Acordada

de la C.S.J.N. 15/13 del 21/5/13 y, oportunamente, devuélvanse.-

am

LUIS ALBERTO CATARDO VICTOR ARTURO PESINO ESTELA MILAGROS FERREIROS

JUEZ DE CÁMARA JUEZ DE CÁMARA JUEZA DE CÁMARA

Ante mí:

ALICIA E. MESERI

SECRETARIA
